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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JUAN BERNARDO MURILLO GARCÍA contra el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) y el Juzgado de Reparto de Guaduas (C/marca.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales.     

2.- SOLICITUD 

Lo consignado en el escrito de tutela por el señor MURILLO GARCÍA se puede concretar así: (i) está recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Guaduas (C/marca.) desde enero 07 de 2014; (ii) hasta el momento el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no ha remitido el expediente para los juzgados del municipio donde actualmente se encuentra detenido, pese a que hizo petición en ese sentido desde el año 2014, lo cual le ha impedido acceder a los beneficios de permiso de 72 horas y “libertad domiciliaria”; (iii) el juzgado de reparto de Guaduas (C/marca.) ha sido negligente al no solicitar el traslado de su proceso, ni haberse pronunciado al respecto; y (iv)  no ha podido ver a su familia porque está muy lejos, y ellos tienen dificultades para trasladarse hasta allá.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de los derechos que le están siendo conculcados.
 3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El titular del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad informó que en abril 15 de 2013 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) profirió sentencia condenatoria en contra del accionante, por el delito de hurto calificado y agravado en concurso con porte ilegal de armas de fuego, en la que le impuso una pena de 106 meses y 21 días de prisión, sin derecho a la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la cual fue confirmada por la Sala Penal de este Tribunal Superior en julio 08 de 2013.
Esa dependencia recibió las diligencias para vigilar la sanción desde septiembre 02 de 2013, pero las mismas fueron remitidas en marzo 03 del presente año a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca), toda vez que el acusado fue trasladado por el INPEC al establecimiento penitenciario y carcelario de esa localidad, y de acuerdo con la certificación del Servicio Postal Nacional S.A. -anexa copia-, fueron recibidas por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión del citado municipio, en marzo 30 de 2016.
Acorde con lo anterior, no se ha vulnerado derecho alguno al accionante, puesto que el expediente salió de ese despacho con el fin de cumplir lo dispuesto por la ley.

3.2.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca.) indicó que el proceso correspondiente al accionante fue recibido en marzo 30 de 2016 en la secretaría común de los Juzgados Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de ese municipio, y asignado por reparto a ese despacho en abril 01 de 2016.
Indicó que el actor se encuentra privado de la libertad desde julio 31 de 2012, por lo que hasta la fecha lleva 47 meses y 14 días en detención física, es decir, que teniendo en cuenta la pena a la que fue condenado -106 meses de prisión-, cumple con el tiempo requerido para hacerse acreedor al permiso administrativo de hasta por 72 horas; por tanto, oficiará a la Secretaría del EPMSC “La Esperanza” de Guaduas (C/marca.), para que envíen la documentación necesaria con el fin de estudiar la concesión de dicho beneficio.
3.2.- El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca.) señaló que verificado el listado sistematizado de procesos, las actas de reparto y el libro de correspondencia, a la fecha no ha recibido el expediente tramitado contra JUAN BERNARDO MURILLO GARCÍA, ni tampoco aparecen registradas las solicitudes mencionadas por éste en el escrito de tutela; por tanto, solicita que el amparo invocado se resuelva desfavorablemente.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar los despachos involucrados a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso objeto de estudio, el interno JUAN BERNARDO MURILLO GARCÍA  manifiesta que solicitó al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad -aunque no precisa la fecha ni anexa la petición-, la remisión del expediente correspondiente a su proceso a los juzgados de Guaduas (C/marca.), toda vez que se encuentra detenido en el establecimiento carcelario de ese municipio desde enero 07 de 2014.
Por parte del titular del citado despacho se informó que las diligencias fueron remitidas en marzo 03 de 2016 a los Juzgados de Ejecución de Penas de esa localidad, y así puede verificarse en el certificado de entrega de la empresa de correo 472 adjunta a la respuesta, el cual tiene como fecha de recibido marzo 30 de 2016.

De igual forma, por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guaduas (C/marca.), se corroboró que el proceso se encuentra en ese despacho desde abril 01 de 2016; y que en virtud del tiempo que lleva en detención física el actor es probable que pueda acceder al beneficio administrativo de permiso hasta por 72 horas, por lo que solicitaría al Establecimiento Carcelario “La Esperanza” enviar la documentación necesaria para estudiar la procedencia del mismo.
En ese orden de ideas, el requerimiento del interno, encaminado a que el expediente fuera remitido ante al despacho judicial que actualmente debe vigilar la ejecución de la pena que le fue impuesta, se cumplió por parte del juzgado accionado desde ante de presentarse esta acción.
Bajo las citadas circunstancias considera esta instancia que no es necesaria la intervención del juez constitucional para hacer cesar la vulneración de los derechos del aquí tutelante, toda vez que la misma había dejado de presentarse antes de acudir a este mecanismo, aunque el actor no tenía conocimiento de ello; por tanto, se negará el amparo impetrado. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el ciudadano JUAN BERNARDO MURILLO GARCÍA.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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